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Corte Suprema de Justicia


Proceso No 28847

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA¡Error! Marcador no definido.
SALA DE CASACIÓN PENAL

Magistrado Ponente:

JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS

Bogotá. D. C., doce (12) de mayo de dos mil ocho (2008).  

V I S T O S

La Corte resuelve el recurso de apelación interpuesto por la doctora María Victoria Parra Archila, Fiscal Primera Delegada ante el Tribunal Superior de Tunja, contra la decisión adoptada, el 14 de noviembre de 2007, dentro de la audiencia de formulación de acusación que se adelanta en contra del doctor JUAN MANUEL AGUDELO ANGARITA, Juez Promiscuo Municipal de Nuevo Colón (Boyacá), mediante la cual la Sala de Decisión Penal del mencionado Tribunal concluyó que la “defensa no está obligada al descubrimiento pleno de los elementos materiales probatorios en ese acto”. 
H E C H O S

Conforme a lo consignado en el correspondiente medio técnico, se observa que en la audiencia de formulación de acusación, la cual no ha culminado, la Fiscalía Primera Delegada ante el Tribunal Superior de Tunja se refirió a ellos en los siguientes términos:

Mediante Acuerdo N° 072 del 13 de diciembre de 2005, el Tribunal Superior de Tunja designó en provisionalidad y en encargo al doctor Juan Manuel Agudelo Angarita como Juez Segundo Penal Municipal de Tunja, cargo que desempeñó entre el 30 de diciembre de dicho año y el 30 de abril de 2006. Posteriormente, por Acuerdo N° 013 del 3 de mayo de 2007, fue nuevamente nombrado en provisionalidad como Juez Promiscuo Municipal de Nuevo Colón (Boyacá), el cual se encuentra ejerciendo desde el 8 de mayo de esta última anualidad. 
No obstante que se ha venido desempeñando como Juez de la República, el doctor Agudelo Angarita también “litigó” en representación de los hermanos Rafael Tobías y María Constanza Puerto Granados, quienes se constituyeron en parte civil dentro del proceso que por el delito culposo de lesiones personales adelanta la Fiscalía Dieciocho Local Delegada ante los Juzgados Promiscuos Municipales de Villa de Leyva contra el sindicado Aubín Reyes.  
ACTUACIÓN   PROCESAL 
1.  Con motivo de los acontecimientos fácticos narrados, el 4 de septiembre de 2007, ante el Juez Segundo Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Tunja, en audiencia de formulación de imputación, la Fiscalía Primera Delegada ante el Tribunal Superior de la mencionada ciudad imputó al doctor Juan Manuel Agudelo Angarita la comisión, en calidad de autor, del delito de asesoramiento y otras actuaciones ilegales, previsto en el artículo 421 del Código Penal. Así mismo, el citado Estrado Judicial se abstuvo de imponerle medida de aseguramiento no privativa de la libertad, decisión que, por virtud del recurso de apelación interpuesto por la fiscalía, fue confirmada en segunda instancia.  

2.  El 3 de octubre siguiente se radicó el escrito de acusación.

3.  La Sala de Decisión Penal de Tribunal Superior de Tunja inició, el 14 de noviembre de 2007, la audiencia de formulación de acusación, en la cual, una vez ésta se realizó, la fiscalía descubrió los elementos materiales probatorios que pretende hacer valer en el juicio.

3. 1.  A continuación, la fiscalía solicitó al Tribunal que ordenara al defensor del acusado procediera a descubrir “todos” los medios de convicción que pretende aducir en el juicio, toda vez que, en su criterio, en acatamiento a los principios de igualdad y de lealtad, es en el acto de acusación donde la defensa también está en la obligación de hacer dicho descubrimiento, pues de no realizarse el mismo, la fiscalía vería afectada su estrategia en la presentación y manejo del caso, para lo cual, como sustento de su petición, cita jurisprudencia de la Corte (cas. 25920 del 21 de febrero de 2007).    
3.2.  Por su parte, la defensa técnica adujo que la obligación de descubrir los medios de convicción lo era en la audiencia preparatoria, en la medida en que hasta ahora conocía de la acusación, frente a lo cual apenas empieza a plantear su actividad defensiva. No obstante, agregó que pretendía hacer valer como medios de prueba una constancia expedida por el Centro de Servicios Judiciales y el testimonio del abogado Rodrigo León.

En consecuencia, reiteró que las restantes pruebas que pudiera hacer valer en el juicio las descubrirá en la audiencia preparatoria, pues, reiteró, hasta ahora se enteró del contenido de la acusación y, por lo mismo, apenas procede a contemplar qué pruebas utilizará en la labor de defensa, como así lo autoriza el numeral 2° del artículo 356 del Código de Procedimiento Penal. 
LA   DECISIÓN   IMPUGNADA
1. La Sala de Decisión Penal del Tribunal, concluyó que si bien el artículo 344 de la Ley 906 de 2004 le permite a la fiscalía elevar peticiones relacionadas con la entrega de copias de los elementos materiales de convicción, de las declaraciones juradas y de los medios probatorios que estén en poder de la defensa, también lo es que el numeral 2° del artículo 356 de la misma codificación establece que en desarrollo de la audiencia preparatoria el juez dispondrá que la defensa descubra sus elementos materiales probatorios.

Argumenta que esas dos normas producen una antinomia que el intérprete debe resolver, en el entendido de si tal como lo indica el artículo 344 hay una obligación de descubrimiento “completo y total” por parte de la defensa o si el mismo se puede “completar en el desarrollo de la audiencia preparatoria”. 

Luego  de  recordar  que  hay  tres  momentos  básicos  para  el descubrimiento probatorio, considera que todos los principios que lo gobiernan  deben  ser  enmarcados  en  la  totalidad  de  las  oportunidades que existen para ese acto procesal y no en uno sólo de ellos frente a la defensa.

Entiende  que  la  imposición  derivada  del  artículo  344  es  un  inicio  de descubrimiento  probatorio  y  no  una  obligación  que  agote  la  defensa  en el desarrollo de la audiencia de formulación de acusación frente al “descubrimiento  íntegro  y  completo”,  pues  el  artículo  356  le  permite  en la  audiencia  preparatoria  culminar  tal  descubrimiento.

En  consecuencia,  concluyó  que  el  defensor  del  acusado  no  está obligado a hacer descubrimiento probatorio “pleno” en la audiencia de formulación de acusación. No obstante, atendiendo el ofrecimiento que hizo de “un principio de descubrimiento”, le ordenó que dentro de los tres días siguientes, ponga a disposición de la fiscalía copia de la certificación anunciada y suministre los datos completos del testigo, abogado Rodrigo León.

2.  La Fiscal Primera Delegada ante ese Tribunal interpuso recurso de apelación. 
Concedida la impugnación, la actuación se envió a esta Corporación para lo de su competencia.
LA  AUDIENCIA  DE  ARGUMENTACIÓN  ORAL
1.  La Fiscalia, impugnante:

Luego de hacer un recuento de los hechos objeto de acusación, de la actuación procesal y del contenido de la decisión impugnada y de recordar cuál es el problema jurídico planteado, refiere que, conforme a los alcances del artículo 344 del Código de Procedimiento Penal, la defensa está en la obligación de descubrir los elementos materiales probatorios solicitados por la fiscalía, aspecto que, en su criterio, se encuentra claramente dilucidado en la jurisprudencia tanto de esta Corporación como de la Corte Constitucional, pronunciamientos que fueron desconocidos por el Tribunal Superior de Tunja.
Asevera  que  el  no  exigir  en  la  audiencia  de  formulación  de  acusación que la defensa realice el descubrimiento de todos los elementos de convicción que pretende hacer valer en el juicio, como así lo establece la ley, implicaría un grave perjuicio para la fiscalía, conllevando a la vulneración de principios como el de igualdad de armas, el de lealtad y el acceso a la administración de justicia, además de que no tendría la oportunidad de acudir a la refutación probatoria.

En fin, luego de reiterar sus argumentos y de recalcar que la defensa está en la obligación de descubrir los elementos materiales probatorios en la audiencia de formulación de acusación, concluye solicitándole a la Corte la revocatoria de la providencia impugnada.  

2.  El Procurador Delegado, no recurrente:
El señor Procurador Segundo Delegado para la Investigación y el Juzgamiento considera que la providencia impugnada debe ser confirmada, toda vez que el artículo 344 del Código de Procedimiento Penal  es claro al señalar que la fiscalía tiene derecho de solicitar que la defensa descubra los elementos materiales probatorios que pretende hacer valer en el juicio, pero tal descubrimiento lo puede realizar hasta la audiencia preparatoria, toda vez que hasta ese momento, ese decir, en la audiencia de formulación de acusación, la defensa apenas se entera de los términos de la acusación y, por lo mismo, es a partir de ese instante que inicia su actividad defensiva planteando las estrategias que el caso requiera.

En consecuencia, dice que dentro de la sistemática del actual proceso penal y frente a la actividad que debe realizar la defensa, surge lógico entender que, de conformidad con el artículo 356 del Código de Procedimiento Penal, dicho sujeto procesal tiene oportunidad de descubrir los elementos de juicio hasta en la audiencia preparatoria, sin que ello implique desmedro alguno de los derechos de la fiscalía y lesión de los principio que rigen el juicio oral. 

Por lo tanto, en su opinión, concluye que la providencia objeto de impugnación se ajusta a la legalidad.

Por último, por ser conveniente, solicita a la Sala precise en qué término fue concedido en este caso el recurso de apelación, es decir, si en efecto suspensivo y o devolutivo.
3.  El defensor del acusado, no recurrente:

El defensor del acusado, luego de hacer un recuento de la actuación procesal, procede a reiterar los argumentos planteados en primera instancia, esto es, que en el actual sistema de enjuiciamiento oral la defensa no está en la obligación de hacer el descubrimiento total de los medios de prueba que pretende hacer valer en el juicio, toda vez que la ley le otorga esa oportunidad hasta en la audiencia preparatoria.

Recuerda  que  la  defensa  apenas  se  entera  de  los  términos  de  la acusación en la respectiva audiencia, razón por la cual es a partir de ese instante cuando inicia su labor diseñando la correspondiente estrategia defensiva y, por ende, estableciendo qué pruebas le podrán servir para hacerlas valer en el juicio, situación que, en su criterio, le otorga la razón cuando asevera que el citado descubrimiento lo puede hacer en la audiencia preparatoria.
Por  consiguiente,  luego  de  enfatizar  sus  ideas  alrededor  de  dicha posición argumentativa, solicita la confirmación del auto impugnado.

Finalmente, al igual que el Procurador Delegado, solicita a la Sala proceda a precisar en qué términos fue concedido el recurso de apelación, toda vez que tal aspecto, de no concretarse, podría llevar a que a favor de su procurado se acudiera a la preclusión de la actuación por vencimiento de los términos legales. 
CONSIDERACIONES  DE  LA  CORTE
1.  La Sala advierte que se referirá en esta decisión a lo que solamente fue materia de apelación.

2.  El cuestionamiento jurídico puesto a consideración de la Corte consiste en definir si, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 344 de la Ley 906 de 2004, la defensa, como parte interviniente fundamental en el sistema de enjuiciamiento oral, está en la obligación de descubrir en la audiencia de formulación de acusación “todos” los elementos materiales probatorios y evidencias físicas que pretenda hacer valer en el juicio como respaldo de sus argumentaciones.

Pues bien, frente a tal interrogante se hace necesario hacer las siguientes precisiones:

No debe olvidarse que el esquema adversarial propio del sistema acusatorio que rige en Colombia, busca que cada parte, de manera independiente, adelante su particular tarea investigativa y, como resultado de la misma, presente en la oportunidad procesal correspondiente la solicitud probatoria que sustente su personal teoría del caso.
  

Por ello, como lo ha indicado la jurisprudencia de la Corte, es de la esencia del sistema acusatorio consagrado en nuestra legislación el descubrimiento probatorio, el cual consiste en que la fiscalía y la defensa deben suministrar, exhibir o poner a disposición de la contraparte todos los elementos materiales probatorios y evidencia física que posean como resultado de sus averiguaciones y que pretendan sean decretadas y practicadas en el juicio oral como sustento de sus argumentaciones, instituto procesal que, así contemplado por la ley, está sustentado en los principios de igualdad, lealtad, defensa, contradicción, objetividad y legalidad, entre otros, permitiendo de esa manera que cada interviniente conozca oportunamente cuáles son los instrumentos de prueba sobre los cuales el adversario fundará su teoría del caso y, de ese modo, elaborar las distintas estrategias propias de la labor encomendada a cada parte en procura del éxito de sus pretensiones.   
Ahora bien, entendiendo la función y la tarea que deben realizar el fiscal acusador y la defensa del acusado y, a su vez, lo trascendental de dicho instituto frente al desarrollo de la actividad de cada uno de los mencionados intervinientes (recuérdese que cada cual cumple su propio rol), la Ley 906 de 2004 previó, de manera metódica y cronológica, unos momentos procesales para el descubrimiento de los elementos materiales probatorios  y  evidencia  física,  consolidando  de  esa  manera  la igualdad de condiciones y de oportunidades conforme se encuentra diseñado el juicio y prevista la participación de los intervinientes en él. 
Tales momentos son: 

El  primero  acontece  con  el  escrito  de  acusación  que  presenta  el fiscal  ante  el  juez  de  conocimiento,  el  cual  debe  contener,  entre otras exigencias, “el descubrimiento de pruebas” consignado en un anexo.  El  fiscal  está  en  la  obligación  de  entregar  copia  de  dicho escrito al acusado, a su defensor, al Ministerio Público y a las víctimas (artículo 337).

El segundo se consolida en la audiencia de formulación de acusación, acto en el cual, según el artículo 344, “se cumplirá lo relacionado con el descubrimiento de la prueba”, pues la defensa podrá solicitar al juez de conocimiento que ordene a la “fiscalía” el descubrimiento de un elemento material probatorio y, a su vez, la fiscalía también podrá “pedir al juez que ordene a la defensa entregarle copia de los elementos materiales de convicción, de las declaraciones juradas y demás medios probatorios que pretenda hacer valer en el juicio”.
El tercer momento se presenta en la audiencia preparatoria, en la medida en que el numeral 2° del artículo 356 dispone que la “defensa” descubra sus elementos materiales probatorios y evidencia física.
Por último, el inciso final del artículo 344 prevé, de manera excepcional,  otro momento para el descubrimiento probatorio, toda vez que si en el “juicio alguna de las partes encuentra un elemento  material probatorio y evidencia física muy significativos que debería ser descubierto, lo pondrá en  conocimiento  del  juez,  quien,  oídas  las  partes  y  considerado  el perjuicio que podría producirse al derecho de defensa y la integridad del juicio, decidirá si es excepcionalmente admisible o si debe excluirse esa prueba”.
Así, entonces, como lo ha precisado la jurisprudencia de la Corte, la misma que sirvió de sustento a las argumentaciones de la parte recurrente en este caso, “se colige sin dificultad que no existe un único momento para realizar en forma correcta el descubrimiento, ni existe una sola manera de suministrar a la contraparte las evidencias, elementos y medios probatorios. Por el contrario, el procedimiento penal colombiano es relativamente flexible en esa temática, siempre que se garantice la indemnidad del principio de contradicción, que las partes se desempeñen con lealtad y que las decisiones que al respecto adopte el juez, se dirijan a la efectividad del derecho sustancial y al logro de los fines constitucionales del proceso penal” (se subrayó).

En esas condiciones, como bien puede apreciarse, el descubrimiento de los elementos materiales probatorios y evidencia física está supeditado a un orden metódico y cronológico, según la función y la labor que la fiscalía y la defensa cumplen en el actual proceso de enjuiciamiento oral, siendo evidente que dicho descubrimiento es consecuente y lógico con el orden que la ley ha previsto frente a la intervención de las citadas partes en aras de garantizar, entre otros, los principios de igualdad, contradicción y lealtad.

Es así como el primer momento del descubrimiento de la prueba, dentro de un contexto lógico del sistema, se encuentra previsto exclusivamente para el fiscal, funcionario que con la presentación del escrito de acusación está en la obligación de entregar al acusado, a su defensor, al Ministerio Público y a las víctimas un anexo contentivo de los elementos materiales probatorios sustento de la acusación (artículo 337).
    
Es  a  partir  de  ese  instante,  es  decir,  del  recibo  de  las  referidas copias,  cuando  las  demás  partes  y  específicamente  la  defensa  se enteran  sobre  qué  va  a  versar  la  acusación  y  cuáles  son  los elementos  de  convicción  que  apoyan  los  cargos,  instante  a  partir  del cual la defensa técnica empieza la tarea propia de la labor a él encomendada.

No obstante, el conocimiento formal de la acusación que por escrito presentó la fiscalía ante el correspondiente juez de conocimiento, se materializa en la audiencia de formulación de acusación, acto el en cual, luego de disponerse por parte del juez “el traslado del escrito de acusación a las demás partes” (artículo 339) y agotados otros ineludibles pasos, se verifica el segundo momento que la ley ha previsto para el “descubrimiento de la prueba”, instante en el que, según lo dispuesto en el artículo 344, es la defensa quien en primer término y si a bien lo tiene, goza del derecho a solicitar al juez “que ordene a la fiscalía el descubrimiento de un elemento material probatorio específico y evidencia física”, evento en el cual se constituye en una obligación por parte de la fiscalía proceder a cumplir el descubrimiento solicitado por la defensa y ordenado por el juez.

No es caprichoso, entonces, que dentro de esa sucesión de pasos teleológicamente concebidos por el legislador, permita que sea la defensa quien solicite en primer lugar el descubrimiento probatorio, pues, se reitera, hasta ese momento se está consolidando su conocimiento frente al contenido de la acusación y de los elementos materiales probatorios y evidencia física que la apoyan, pues no puede olvidarse que, en principio, la fiscalía ha contado con todas las prerrogativas y medios de investigación para sustentar y materializar dicha acusación, siendo factible (por eso se dice que en principio) que la defensa no cuente en ese instante  con sus propios elementos materiales de convicción o teniendo algunos, de todos modos vea la necesidad de buscar otros que en ese acto  (audiencia de formulación de acusación) aún no ha precisado, debido a que hasta ahora elaborará su estrategia defensiva o contando con ella advierta la necesidad de complementarla o adicionarla frente a los cargos de la acusación y a las pruebas exhibidas o por exhibir en el plazo que la ley contempla, claro está, se insiste, comportamiento de la defensa que está sujeto al grave principio de la lealtad.
Ahora bien, si en la audiencia de formulación de acusación la defensa cuenta con algunos o todos los elementos materiales probatorios o evidencia física sobre los cuales pretende en el juicio sustentar su tesis argumentativa, en aplicación de los principios de lealtad, igualdad y contradicción, está en la obligación de suministrarlos, situación que, sin duda, dentro de la metodología que prevé la ley, da razón de ser a lo previsto en el citado artículo 344, inciso 2°, cuando consagra que en dicha audiencia también “la fiscalía podrá pedir al juez que ordene a la defensa entregarle copia de los elementos materiales probatorios de convicción, de las declaraciones juradas y demás medios probatorios que pretenda hacer valer en el juicio”, pues resultaría inadmisible que contando la defensa con tales elementos se abstuviera de hacerlos conocer, conllevando a una clara trasgresión de los mencionados principios fundamentales sustentadores de la sistemática propia del enjuiciamiento oral.

Contrario sensu, como se indicó, al ser factible que por diversos motivos razonables, el defensor del acusado no cuente en el acto de acusación con ningún elemento probatorio, resultaría ilógico exigirle lo imposible, esto es, que descubra la prueba que no posee.

Por ello, la Ley 906 de 2004 consagró un tercer momento para el descubrimiento de la prueba, fase prevista en el numeral 2° del artículo 356, la cual está diseñada para que en la audiencia preparatoria “la defensa descubra sus elementos materiales probatorios y evidencia física” que no poseía en la audiencia de formulación de acusación, fase que permite a la defensa, como última oportunidad, anunciar cuáles son los elementos de convicción que pretende aducir en el juicio y también el derecho que le asiste a la fiscalía para que se los descubra. 
Claro está que debe tenerse en cuenta que la defensa no está obligada a presentar pruebas de descargo ni contraprueba, según así lo contempla el artículo 125, numeral 8°, del Código de Procedimiento Penal. No obstante, cuando el defensor del acusado pretenda hacer valer medios de convicción en el juicio, queda sujeto a la obligación del descubrimiento íntegro y oportuno de los mismos y conforme a las reglas en precedencia comentadas.
Así mismo, debe recordarse que, como lo ha precisado la Sala, “el correcto y completo descubrimiento probatorio condiciona la admisibilidad de la prueba, pues, como lo dispone el artículo 346 de la Ley 906 de 2004, el juez tiene la obligación de rechazar todas aquellas evidencias o elementos probatorios sobre los cuales se haya incumplido el deber de revelar información durante el procedimiento de descubrimiento. Por tanto, las evidencias, medios y elementos no descubiertos no podrán aducirse al proceso ni controvertirse dentro del mismo, ni practicarse durante el juicio oral”.

En todo caso y frente al procedimiento del descubrimiento probatorio, corresponde  al  juez  velar  por  el  respeto  de  las  garantías fundamentales  de  cada  uno  de  los  intervinientes,  desplegando  para  el efecto todas sus  facultades como director y responsable del desarrollo del juicio en condiciones ajustadas a los cánones constitucionales y legales. 

En  consecuencia,  teniendo  en  cuenta  las  anteriores  consideraciones, las que emergen de la interpretación sistemática de las mencionadas preceptivas, surge claro que la decisión objeto de impugnación se ajusta a la legalidad, en la medida en que la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Tunja no podía exigir a la defensa el descubrimiento de unos elementos materiales probatorios que no tenía, pues, como se indicó, para el defensor del acusado se agota esa exigencia legal en la audiencia preparatoria. 
En mérito de lo expuesto, la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL,

R E S U E L V E

1.  CONFIRMAR la providencia impugnada.  

2.  Contra esta decisión no procede recurso alguno.

3.  Esta decisión se notifica en estrado.
Cópiese, cúmplase y devuélvase al Tribunal de origen.
SIGIFREDO ESPINOSA PÉREZ 

JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ


ALFREDO GÓMEZ QUINTERO

 

MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS 
AUGUSTO J. IBAÑEZ GUZMÁN

JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS


YESID RAMÍREZ BASTIDAS




JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA


JAVIER  ZAPATA ORTÍZ

TERESA RUÍZ NUÑEZ

Secretaria

� Casación 28056, auto del 29 de agosto de 2007, entre otras. 


� Casación N° 25920 del 21 de febrero de 2007. Ver también, casaciones 25007 del 13 de septiembre de 2006, 26128 del 11 de marzo de 2007, 28212 del 10 de octubre de 2007 y 28656 del 28 de noviembre de 2007. 


� Casación N° 25920 del 21 de febrero de 2007.


� Casación N° 25920 del 21 de febrero de 2007.
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